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1.12.2.4.1 Discapacidad y transportes públicos
En reunión mantenida con las federaciones de asociaciones de personas con discapacidad de Andalucía 
(que citamos en la queja 15/4622) esta Institución asumió el compromiso de proceder a la apertura de 
quejas de oficio en relación con las cuestiones que nos plantearon y, muy singularmente, con la necesidad 
de que las Administraciones adopten medidas de distinta naturaleza a fin de paliar las graves deficiencias 
que se nos denunciaron sobre distintos ámbitos relacionados con la accesibilidad. Una de éstas y de vital 
importancia para la movilidad es la relativa a la accesibilidad en el transporte cuyas disfuncionalidades 
son extraordinariamente graves siendo una cuestión ampliamente tratada en el mencionado encuentro 
con las federaciones provinciales de personas con discapacidad de Andalucía.

Por tal motivo iniciamos la queja 16/0598 en la que nos dirigimos tanto a la Dirección General de Movilidad, 
de la Consejería de Fomento y Vivienda, como a la Federación Andaluza de Municipios y Provincias (FAMP) 
en la que poníamos de manifiesto, por un lado, la transcendencia que, por motivos obvios, un transporte 
público de calidad tiene para el colectivo de personas con discapacidad y, de otro, que, en un futuro, en 
el nuevo diseño de ciudad por el que van a tener que apostar todos los gobiernos locales, el transporte 
público va a tener una relevancia aun mayor. Así parece poco cuestionable que nuestras ciudades, en la 
medida en que deben disponer necesariamente de un modelo sostenible de movilidad, éste tendrá que 
descansar en los desplazamientos peatonales, el transporte público y la bicicleta.

La clave peatonal y las prohibiciones y/o limitaciones al uso de vehículos privados va a ser la gran referencia 
en los novedosos escenarios urbanos, más sostenibles ambientalmente, más seguros y, desde luego, 
necesariamente más inclusivos para toda la ciudadanía.

En este contexto, sabemos que no es posible apostar debidamente por un modelo peatonal si no tenemos 
muy en cuenta la tipología de desplazamientos, la edad, género y discapacidad de las personas a quienes van 
dirigidas las políticas de movilidad. Ello conlleva, necesariamente, el que tenga que diseñarse una red eficiente 
de transportes públicos que acerquen a las personas a los espacios e itinerarios peatonales. Si diseñamos una 
ciudad con grandes espacios peatonales que tenga una continuidad en su desarrollo, pero no contemplamos 
su necesaria conexión con el transporte público, habremos creado un modelo excluyente e ineficiente. 

Existe pues aquí, ahora, y de cara a un futuro inmediato, la necesidad de implantar un transporte público 
realmente eficiente y de calidad que haga innecesario el uso del vehículo privado y ponga a disposición 
de toda la ciudadanía los bienes y servicios que ofrecen nuestras ciudades, posibilitando la utilización, en 
tiempos y distancias razonables, de itinerarios públicos peatonales accesibles, seguros y dotados de los 
necesarios estándares de calidad ambiental.

Pues bien, al iniciar nuestras actuaciones, verificamos la imposibilidad, en nuestro país y, desde luego, en 
nuestra comunidad autónoma, para cumplir los objetivos marcados para un transporte accesible, según 
el Texto Refundido de la Ley General de los Derechos de las Personas con Discapacidad, que no es otra 
que la fecha del 4 de Diciembre de 2017, es decir, “a la vuelta de la esquina”.

En nuestro escrito recordábamos las distintas obligaciones que, de acuerdo con la normativa en vigor, 
singularmente el Decreto 293/2009, de 7 de julio, por el que se aprueba el reglamento que regula las 
normas para la accesibilidad en las infraestructuras, el urbanismo, la edificación y el transporte en Andalucía 
(BOJA núm. 140 de 21 de Julio de 2009) se derivaban para los transportes públicos colectivos, los taxis y 
los aparcamientos y plazas reservadas en el transporte privado. 

A la fecha de cierre de este Informe Anual estamos valorando las respuestas obtenidas y las alegaciones que 
nos han enviado las federaciones provinciales presentes en aquel encuentro, a las que hemos remitido esta 
información. De acuerdo con ello y sin perjuicio de otras actuaciones que podamos realizar directamente con 
los Ayuntamientos, esperamos poder hacer una valoración del grado de cumplimiento de esta normativa, 
propuestas e iniciativas tendentes a que la garantía de la movilidad, pilar básico para la inclusión social de 
las personas con discapacidad, sea realidad en Andalucía. De ello, dado su extraordinario interés, daremos 
cuenta al Parlamento de Andalucía.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/conclusiones_fed._discapacidad.nov2015.pdf
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/son-accesibles-los-medios-de-transportes-publicos-andaluces-lo-examinamos
http://www.juntadeandalucia.es/boja/2009/140/1
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También de acuerdo con este criterio, hemos impulsado la creación de una bonificación en el transporte 
público urbano de la ciudad de Sevilla para personas con discapacidad, tal y como nos planteó el 
interesado de la queja 16/0095, en la que planteaba que su hijo, con una discapacidad del 99% y que sólo 
cobra una pensión no contributiva, por tanto pensionista, no tenía derecho a las tarjetas bonificadas por 
parte de TUSSAM al no ser persona mayor pensionista. Añadía que, planteando esta cuestión, se dirigió 
por escrito a TUSSAM, que le había aclarado que aplicaba las tarifas propuestas por el Ayuntamiento de 
Sevilla y aprobadas por la Junta de Andalucía, añadiendo que existía una amplia gama de títulos de viaje, 
algunos gratuitos y otros bonificados, pero que no se contemplaba el bonobús gratuito para personas 
discapacitadas.

Tras una valoración de la normativa constitucional y estatutaria, así como del derecho positivo, formulamos 
a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Sevilla Sugerencia de que, por parte de ese Ayuntamiento de 
Sevilla, se estudiase una propuesta de nuevas tarifas del transporte urbano, aplicables por TUSSAM, en las 
que, en la medida que resulte presupuestariamente posible y sin perjuicio de que puedan modularse en 
función de los ingresos económicos personales, el grado de discapacidad o el nivel de movilidad reducida 
personal, se regulen exenciones o bonificaciones en el transporte público urbano para las personas con 
discapacidad que lo soliciten y reúnan los requisitos que se establezcan, en aras de facilitar su movilidad 
y favorecer, de esta manera, su mayor integración y acceso al disfrute de los bienes y servicios públicos 
de la ciudad.

Aunque, en el plazo legalmente previsto, no recibimos respuesta y tuvimos que proceder a incluir la queja 
en el Informe Anual al Parlamento de Andalucía, a principios del año 2017 recibimos una respuesta positiva 
por parte del Ayuntamiento, pues nos decían que en el Pleno de 3 de Noviembre de 2016 se acordó facilitar 
el transporte a personas con diversidad funcional y/o movilidad reducida para lo que se creará, a partir de 
2017, una tarjeta de transporte gratuita para las personas que conforman este colectivo y que cumplan 
una serie de requisitos.

Sirvan estas quejas como botón de muestra de la realidad que viven las personas con discapacidad 
cuando se ven necesitadas de utilizar distintos medios de transportes, aunque otras se centran en otras 
cuestiones como la inexistencia, o baja proporción, de taxis adaptados, las limitaciones en la creación de 
plazas de aparcamiento reservadas para personas con movilidad reducida, el distinto régimen jurídico 
de las zonas de aparcamiento regulado, o zona azul, para personas con discapacidad y, al mismo tiempo, 
año tras año, también nos llegan quejas sobre comportamientos incívicos e insolidarios que llevan a 
ocupar indebidamente las plazas reservadas a personas con movilidad reducida sin que, por otro lado, 
exista, según nos trasladan a veces las personas afectadas, una adecuada vigilancia policial que evite 
estas circunstancias.

1.12.2.4.2 Discapacidad e itinerarios peatonales
La cuestión de la accesibilidad, unida a la de la seguridad y calidad ambiental de las ciudades andaluzas, 
fue tratada de manera monográfica en nuestro Informe Especial, presentado con esta denominación, 
al Parlamento de Andalucía. Se trata de una cuestión absolutamente crucial y que se viene demandando 
desde las distintas normas que han ido surgiendo en el tan cambiante como incumplido régimen jurídico 
de la accesibilidad en nuestro país.

Esta Institución ha realizado diversas actuaciones destinadas, todas ellas, al cumplimiento de las normas de 
accesibilidad respecto de la “obra nueva” y de su adaptación siempre que se realice una reforma o algunas 
personas residentes en los inmuebles necesiten la eliminación de barreras para su vida diaria y sin perjuicio 
de las obligaciones que se derivan para los inmuebles de titularidad pública.

Sin embargo, vemos con preocupación que la construcción de la ciudad sin barreras no acaba de configurarse, 
que el ritmo de adaptación, aunque se hayan dado pasos en la dirección correcta muy importantes, es 
demasiado lento y, mientras tanto, un 9% de la población se enfrenta con barreras que le impide ejercer 
sus derechos libremente y acceder a los bienes y servicios de la sociedad en condiciones de igualdad. Esto 
acontece 40 años después de que se haya aprobado la Constitución y después de una cascada de normas, de 
diferente rango, destinadas a tutelar el derecho de igualad contenido en el art. 14 de la Constitución que, de 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sugerimos-al-ayuntamiento-que-si-es-posible-se-bonifique-el-transporte-publico-para-las-personas-con
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/seguridad-accesibilidad-y-calidad-ambiental-en-los-espacios-urbanos-peatonales-de-las-ciudades-0
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